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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Juan José Bentancor. 


MIEMBROS: Señores Representantes Manuel María Barreiro, Ivonne Passada, Adriana Peña Hernández y 
Jorge Pozzi. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo Abdala, Pablo Iturralde Viñas y Jorge Orrico. 


SEÑOR PRESIDENTE (Bentancor).- Comenzaremos con el análisis del proyecto de ley relativo al 
fuero sindical. 


En discusión el artículo 1”. 


Mantendremos la redacción que fue planteada originalmente. Como dijimos en su momento, quisimos 
apegarnos en todo lo posible a la documentación de la OIT referida al tema -lo hacemos en casi todo el 
proyecto-, pero también nos queríamos hacer cargo de la situación concreta que vive el país. Por ese motivo, 
aquí hay algunas digresiones; ejemplo de ello es el literal B), cuando establece: "[...] incluyendo aquellas 
tendientes a la constitución de organizaciones o de coaliciones de trabajadores". 


Debo explicar que el otro día nos equivocamos en la apreciación sobre lo que significa la coalición. El 
término no hace referencia a las organizaciones de segundo grado, a las federaciones, etcétera, sino que se 
trata de la simple conjunción de trabajadores que, sin tener un sindicato formado, se dirige ante la patronal, 
por ejemplo, para hacer un planteo de reivindicación. Eso se da mucho en la actualidad en los lugares donde 
no hay sindicatos. 


Por lo tanto, dejaríamos tal como está la redacción del artículo 1. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Queremos reiterar una consulta que ya habíamos hecho sobre este 
artículo, relacionada con un aspecto que fue modificado con respecto al texto del Convenio N” 98 . Esta 


inclusión que se menciona no está prevista en la redacción de la OIT, y me parece que no ofrece 
mayores violencias desde el punto de vista de la aclaración que el señor Presidente realiza. No obstante, 
el literal B) refiere a la participación en actividades sindicales, pero el artículo 1” del Convenio N” 98 
establece que las actividades sindicales son las cumplidas fuera del horario de trabajo o en el horario 
de trabajo, con el consentimiento del empleador. Sin afiliarme a ningún criterio, pregunté si esta había 
sido una extracción, sustitución o modificación deliberada; solicitamos que se nos explique a qué 
obedece el cambio. Inclusive, en virtud de que se está recogiendo una previsión de una norma 
internacional ratificada por el país, queremos saber si podría ser aceptable ceñirnos estrictamente al 
texto que está previsto en la norma institucional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Reitero que, en principio, creemos que tal como está es la mejor redacción 
forma para el artículo, que no tiene por qué apegarse estrictamente al de la OFT. De hecho, parecería 
ser que necesariamente las actividades que se realizan dentro de un establecimiento siempre deberían 
ser autorizadas o acordadas por el empleador. En las circunstancias en que vivimos, eso se hace 
extremadamente complejo en algunos sindicatos. Reiterando nuestras experiencias en ANCAP -el 
señor Diputado por determinado plazo y quien habla por largos años-, allí estaba todo reglamentado 
en el sentido de que cuando se hacía una asamblea se pedía autorización, se acordaban los horarios y 
todos los meses se tenía un día para hacer asambleas, con la hora paga por la empresa para que los 
trabajadores se informaran, pero eso es muy distinto a lo que podría ser, por ejemplo, la constitución 
de un sindicato aquí dentro. ¿De qué autorización estaríamos hablando, por ejemplo, si 
estableciéramos como una restricción "aquellos lugares autorizados por el empresario"? Creo que 
sería imposible de concretar, porque si el empresario persigue la acción de muchos trabajadores por 
tratar de agremiarse cuando son simplemente una coalición de intereses, mucho menos va a dar 
autorización para que se reúnan. O sea que nos pareció que quedaba un poco al margen de esto. Por 
supuesto que el Convenio sigue vigente y que se podría hacer referencia a él. 


Habría distintas interpretaciones. Si por un convenio se acuerdan determinadas normas, eso sería en favor del 
trabajador. Tampoco sería una causa justificada -lo entiendo así- que, en uso de las facultades otorgadas por 
las leyes, el trabajador, en una actividad autorizada por la patronal, fuera sancionado; ese sería el colmo de la 
situación. 


Cuando analizamos este artículo con los compañeros pertenecientes a la parte jurídica, no vimos que 
mereciera ningún tipo de consideración; nos parece que está satisfactoriamente establecido. No sé si el señor 
Diputado Pablo Abdala tiene la preocupación de que nos remitamos totalmente a este artículo o si tiene una 
justificación en el sentido de que si no lo establecemos pasará algo que pueda generar otra cosa. Quizá con un 
ejemplo concreto nos podamos entender mejor. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Básicamente, lo que hice fue una consulta. Quienes elaboraron este 
proyecto de ley tomaron como base normas de carácter internacional con el propósito de 
internalizarlas, más allá de que ya están ratificadas por el Derecho Positivo interno. No obstante, 
advertí que en este caso había una adopción de carácter parcial o, por lo menos, había un aspecto que 
no se recogía. Quería saber cuál fue el criterio para ello. En la sesión de la Comisión pasada señalé -lo 
reitero hoy- que desde mi punto de vista esto no implica, por sí mismo, una cuestión que descalifique al 
artículo o que sea determinante para oponernos a él, en el caso de que decidamos acompañarlo. 


Sin perjuicio de ello, constato que este artículo no ha sido recogido en forma textual. Al mismo tiempo, sin 
ser un especialista en la materia -no lo soy-, interpreto que cuando oportunamente se elaboró esta norma en el 
ámbito de la Organización Internacional del Trabajo, se procuró que cuando la actividad sindical fuera 
desarrollada en el ámbito de trabajo y en el horario de trabajo fuera objeto de acuerdo, de entendimiento, de 
consenso entre empleados y empleadores, lo que me parece positivo y constructivo desde el punto de vista de 
una más sana relación laboral. 


Si tuviera que optar, por supuesto que opto por la redacción original del Convenio N* 98. Reitero que con 
esto no estoy sentando precedente ni adelantando cuál sería nuestra actitud futura con relación a este artículo, 
que en todo lo demás es compartible, porque creo que define claramente los objetivos del proyecto de ley. 


SEÑOR BARREIRO.- Vamos a votar afirmativamente este artículo, conscientes del concepto que 
encierra. Se trata de un caso de fuero sindical amplio desde el punto de vista subjetivo, es decir, de los 
sujetos amparados. No tenemos inconveniente en apoyar también la incorporación de la cláusula que 
dice: "incluyendo aquellas tendientes a la constitución de organizaciones o de coaliciones de 
trabajadores". Entendemos que este es un punto débil de la actividad sindical y el despido puede 
prestarse para actos injustificados. 


De todos modos, nos gustaría que esta norma contara con la redacción completa tal como se expresa en el 
Convenio N” 98, es decir, que se cuente con el consentimiento del empleador para realizar actos sindicales 
durante las horas de trabajo. ¿Por qué digo esto? Porque hay una omisión expresa; es lo único que se omite 
de todo el Convenio N? 98, y puede quedar la sensación de que es posible realizar actividades sindicales 
dentro del horario de trabajo sin el consentimiento del empleador. Si se hiciera esta corrección, votaríamos 
sin problemas el artículo; en caso contrario, lo votaríamos con esa salvedad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En el día de mañana podríamos votar este artículo con las salvedades 
señaladas, que deberemos analizar desde el punto de vista jurídico. 


Queremos aclarar que en esta norma no solo se quitan algunas cosas sino que se agregan otras a modo de 
aclaración. Se dice: "[...] perjudicarlo en cualquier otra forma a causa de su afiliación sindical o de su 
participación en actividades sindicales", y podríamos entender que abarca a todos los trabajadores. Sin 
embargo, establecemos: "incluyendo aquellas tendientes a la constitución de organizaciones [...]". Eso no está 
en el Convenio. De todos modos, estudiaremos la posibilidad de contemplar estas salvedades. 


SEÑOR BARREIRO.- Justamente por eso es que consideramos que debe contemplarse el Convenio en 
su totalidad, porque se hace un agregado para dar fuerza de manera expresa. Al omitirse una parte, 
puede quedar la duda. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro. Ya hemos registrado este problema y en el día de mañana 
elaboraremos una redacción definitiva. 


En el artículo 2” se habla de la legitimación activa y de las obligaciones de los trabajadores. Esto está 
aceptado por la mayoría del Derecho Laboral de nuestro país y por la OIT. Las organizaciones representativas 
de los trabajadores son absolutamente competentes para hacer la legitimación activa; el mecanismo es 
activado directamente por el trabajador o por su organización. Aquí vemos que se agravia un derecho 
individual y también colectivo de libertad sindical. Es por ello que creemos que hay absoluta legitimidad si 
esta acción la lleva a cabo el sindicato. 


SEÑOR BARREIRO.- No vemos ningún inconveniente en este artículo y vamos a votarlo tal como está 
redactado. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quiero acotar algo sobre el último inciso del artículo 2%. En su 
momento mencioné la posibilidad de sustituir la expresión "patrono" por "empleador", lo que brinda 
una cobertura mayor. Al mismo tiempo, me pregunto si es necesario -porque creo que también está en 
los principios generales- establecer que el empleador será condenado con costas y costos en caso de dar 
mérito a ello. Me parece que eso está también en los principios generales del Derecho Procesal. Digo 
esto para ayudar a quienes están promoviendo esta iniciativa, porque me parece que eso hace que se la 
pueda calificar de una cierta obsesión en cuanto a favorecer a una sola de las partes en detrimento de 
la otra, por lo menos de parte de algún mal pensado. ¿No sería bueno eliminarlo? 


(Interrupción de la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entonces, el último inciso del artículo 2” diría solamente: "La parte 
demandante estará exonerada del pago de tributos y costas". Esta reforma se hace en consideración de 
que lo que estaba expresado es propio de los principios generales del proceso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 3" refiere a la inversión de la carga de la prueba. 


En su momento, se manifestó algo al respecto. 


SEÑOR BARREIRO.- Nosotros tenemos alguna objeción en ese aspecto y, en este caso, nos surge la 
misma duda que a los delegados del Partido Nacional sobre la carga probatoria, ya que no figura en el 
Derecho Positivo. 


Tengo en mi poder la Recomendación N* 143 de la OIT que se refiere a la protección de los representantes de 
los trabajadores. Dice: "Cuando no existan suficientes medidas apropiadas de protección aplicables a los 
trabajadores en general, deberían adoptarse disposiciones específicas para garantizar la protección efectiva de 
los representantes de los trabajadores". Se refiere al caso de que no exista el marco normativo adecuado para 
la defensa del fuero del trabajador. En ese caso se podría adoptar otro tipo de medidas y entre ellas en el 
inciso e) se establece: "Imponer al empleador, cuando se alegue que el despido de un representante de los 
trabajadores o cualquier cambio desfavorable en sus condiciones de empleo tiene un carácter discriminatorio, 
la obligación de probar que dicho acto estaba justificado". 


Hemos discutido bastante el punto. Reconocemos que la intención de esta disposición es defender a la parte 
más débil y, hoy en día, tal como está dada la situación, partimos de la base de que la parte más débil es el 
trabajador. Por lo tanto, deberán arbitrarse medidas para defenderlo. Nuestro temor sería que inclináramos 
demasiado la balanza hacia el otro lado y que la parte más débil termine convirtiéndose en la parte más 
fuerte, lo que daría lugar a injusticias diferentes a las que estamos tratando de evitar. 


Nosotros llegamos a la conclusión de que el Código General del Proceso ofrece las garantías suficientes para 
que el trabajador pueda defender sus derechos y de que no es necesario recurrir a otra norma. 


Entonces, votaríamos este artículo sin ese inciso. 


Está sobreentendido que en lo demás se aplicaría el Código General del Proceso. Como dice el señor 
Diputado Orrico, no se trata de que no se vaya a aplicar, pero ese agregado, del cual no estamos 
fanáticamente en contra, llevaría el punto a un desequilibrio que en este momento no nos parece apropiado. 


SEÑOR ORRICO.- En primer lugar, quiero citar un trabajo aparecido en el libro "Temas Prácticos de 
Derecho Laboral" que, si no me equivoco, ha sido editado hace poco tiempo. Los especialistas de 
Derecho Laboral del país se reunieron y llegaron a determinados consensos sobre algunos temas 
fundamentales. 


En este caso voy a citar un trabajo de la doctora Graciela Giuzio que se llama "Protección sindical respecto 
del Uruguay" y que figura en el mencionado libro "Temas Prácticos de Derecho Laboral". Expresa: "Del 
análisis de las situaciones planteadas y específicamente de las respuestas gubernamentales surge la 
inexistencia de una adecuada protección contra las políticas antisindicales en el país". 


En estas mismas jornadas se planteó cómo se llega a esto y se citó un libro del doctor Osvaldo Mantero que 
se llama "Derecho Sindical" del Fondo de Cultura Universitaria, que en la página 145 señala que las medidas 
protectoras "deberán tener por objeto impedir la ocurrencia de actos lesivos a la libertad sindical, o remover 
cualquier impedimento ilícito a la organización de sindicatos o a la acción sindical". 


Ahora bien, él dice que hay dos medidas o caminos fundamentales -que naturalmente son políticos- para 
lograr esto. Uno de ellos sería un camino objetivo, es decir, impedir absolutamente el despido en 
determinadas condiciones. Por ejemplo, no se puede despedir a alguien que esté en una huelga. En cuanto al 
otro camino señala: "Por la creación de presunciones legales o inversión de la carga de la prueba", que es la 
solución a que acuden las legislaciones que no adoptan el criterio objetivo. 


Todo esto enmarcado dentro de una concepción a nivel universal que da una ampliación a estas clases de 
estabilidad; esta es una forma. Admito que esto no es "la estabilidad de derecho laboral", pero es evidente que 
estas son formas de estabilidad laboral, que son perseguidas por las legislaciones del mundo y que en 
Uruguay se trabajan doctrinariamente desde hace mucho tiempo. El doctor Plá Rodríguez en su curso sobre 
derecho laboral, que es de la década del setenta, ya en esa época decía: "[...]la tendencia universal hacia la 
estabilidad conduce a la negación del derecho del empleador a romper unilateralmente el contrato sin causa 
justificada". Puedo citar otros autores. 


En definitiva, la inversión de la carga de la prueba no significa en absoluto una negación de la justicia, sino 
que en cualquier procedimiento, no importa la materia que sea, siempre está quien debe probar y quien se 
puede excusar probando otras cosas. Y están todos los principios aplicables como el de la buena fe, el de la 
disponibilidad de la carga de la prueba, etcétera, que de ninguna manera quedan suspendidos, derogados o 
anulados por la sanción de un proyecto de este tipo. Por lo tanto, si efectivamente se busca una protección a 
determinadas situaciones como las que indica este proyecto de ley, algún mecanismo hay que emplear. Me 
parece que es una buena opción política decir "invierto la carga de la prueba", porque no hay que caer en la 
ilusión -frecuentemente pasa, sobre todo, en estos países- de solo nombrar, designar o hacer una lista de 
cuáles son los derechos, pero estos si no son practicables no son tales. Entonces, los derechos de esta 
envergadura deben tener un soporte jurídico que permita ejercerlos; de otra manera no se podrá, menos aún - 
insisto en esto- en un país donde la demanda de trabajo es claramente inferior a la oferta de trabajo. Y tengo 
esperanza y fe de que esto sea así; no como Palito Ortega, pero sí esperanzas reales. Hoy tenemos una 
estadística de desocupación de determinado número porque hay gran cantidad de la población que ha salido 
del sistema y ni siquiera busca trabajo. La desocupación marca quiénes lo están buscando. Aspiro a que en 
Uruguay cada vez haya más trabajo digno, regulado, y para esto es necesario adoptar medidas de este tipo. 
Por lo tanto, vamos a apoyar esto. 


SEÑOR BARREIRO.- Me gustaría saber si esta recomendación de la OIT ha tenido efecto en el 
Derecho positivo de algún país americano, porque he tratado de buscar esa información en el Derecho 
comparado y no la encontré. 


Digo esto porque aquí tenemos compañeros que están más en el tema del Derecho que nosotros, y quizás 
sepan si hay algún país que haya tomado esta recomendación de la OIT y la haya incorporado a su Derecho 
positivo. Sería un elemento importante a tener en cuenta. 


SEÑOR ORRICO.- Normativas como esta hay en Brasil, en Argentina, en Alemania; es decir que hay 
distintos países que han tomado medidas de este tipo. No puedo contestar exactamente cómo son acá 
porque, entre otras cosas, hay un problema relativo al tamaño del país, que es indudable. Nosotros no 
podemos compararnos con los brasileños; tenemos una única central donde el número de trabajadores 
es manejable -no quiero que se emplee mal el término; manejable no en el sentido de que lo lleven de la 
nariz, sino en el de que son conocidos-, es decir que se puede saber quiénes están trabajando en qué 
lugar, lo que en Brasil sería imposible. 


Sin duda, hay disposiciones de este tipo y la tendencia universal es: buscar normas de estabilidad laboral, 
porque en realidad las grandes objeciones que se hicieron a la estabilidad laboral y a las normas de Derecho 
Laboral eran que impedían las inversiones. Lo que pasa es que las normas se flexibilizaron y las inversiones 
no vinieron, de manera que nadie ha logrado demostrar que una flexibilización del sistema laboral traiga de 
por sí inversiones. o por lo menos las favorezca, porque en realidad eso no se vio en ningún lado. 


SEÑOR BARREIRO.- Preguntaba esto porque entiendo que normas de este tipo y de estabilidad 
laboral se habrán adoptado en muchos países, pero me refería específicamente a este procedimiento de 
invertir la carga de la prueba, que es una recomendación de la OIT, y como tal puede haber sido 
tomada por algún país. Sería importante saber si algún país conocido ha tomado ese camino y lo ha 
incluido en su Derecho positivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo por aquí un informe que dice que algunas legislaciones han reforzado 
la protección de los trabajadores al exigir que sea el empleador quien pruebe que las medidas 
impugnadas como antisindicales tenían relación con otras cuestiones que no sean sindicales, como en 
Finlandia, caso en el cual dispone la ley de contrato de trabajo que cuando el trabajador alega que ha 
sido despedido por realizar actividades sindicales, es el empleador quien debe probar que tenía motivos 
suficientemente graves como para proceder al despido. 


Hay algunos casos más. Lo dejo por ahí, porque tratándose de Finlandia nos parece que, por las 
circunstancias actuales, es importante tenerlo en cuenta. Es uno de los inversores más grandes que por ahora 
tenemos a la vista, y se maneja con estos mismos criterios. 


Podría haber otras formulaciones; de hecho, nosotros manejamos otras, pero en el fondo siempre es la 
inversión de la carga de la prueba. Por ejemplo, una literatura que dijera: "Cuando se alegue por parte de los 
legitimados activamente en esta ley que el despido o cualquier cambio desfavorable en las condiciones de 
empleo de cualquier trabajador tienen un carácter discriminatorio, corresponderá al empleador, debidamente 
notificado del contenido de la pretensión de amparo, probar la existencia de una causa razonable relacionada 
con la capacidad o conducta del trabajador o basada en las necesidades de la empresa, establecimiento o 
servicio, u otra de entidad suficiente para justificar la decisión adoptada". 


Este es un criterio un poco más amplio, pero a no engañarnos: acá se mantiene la inversión de la carga de la 
prueba, pero -pensamos que recogemos inclusive alguna posición que planteó el señor Diputado Iturralde en 
su momento- acá se dice que cuando el trabajador considere que ha sido discriminado, corresponderá al 
empleador probar la existencia de una causa razonable. 


Creo que son redacciones que dan vuelta sobre esta misma situación. Reitero que existen ejemplos de esto en 
la legislación comparada. 


Quisiera decir que vamos a solicitar a la Cámara que nos autorice a sesionar durante algunos minutos más, 
dado que en los últimos artículos no había mayores discrepancias, para abocarnos a finalizar con esta parte 
del tratamiento. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Quisiéramos hacer algunas consideraciones generales, sin el ánimo de 
fundamentar en forma concluyente nuestra posición, porque seguramente eso lo haremos en Sala 
cuando se dé la oportunidad. 


No estamos de acuerdo con este artículo por las razones que se han venido manejando. Creemos que es 
importante que se formulen algunas aclaraciones. 


Nos parece que no estamos ante un proyecto que pueda ser rotulado como de estabilidad laboral. Creemos 
que en todo caso es un proyecto de estabilidad laboral de los dirigentes sindicales que, eventualmente, 
puedan ser despedidos o perseguidos en razón de su condición de tales. 


Claramente, el artículo 1? fija el objeto en cuanto a que este proyecto de ley apunta a precavernos y a 
establecer garantías para aquellos afiliados dirigentes sindicales; por ahí viene la discrepancia de la 
universalidad. Pero este proyecto de ley establece, para aquellos que por su actividad sindical son objeto de 
un despido o de conducta antisindical, los mecanismos para garantizar, a partir del fuero sindical, la 
condición de esos trabajadores. 


Creemos que el país habrá de encontrar los caminos para llegar a la estabilidad laboral -que por supuesto es 
un objetivo que seguramente todos compartiremos-, pero son independientes de este proyecto de ley, y pasan 
fundamentalmente por razones no precisamente de carácter legal. 


En todo caso, la ley es un instrumento y puede -no en este proyecto sino en otros instrumentos legales que se 
puedan aprobar- estimular o establecer mecanismos para favorecer la inversión, propender al crecimiento 
económico y generar fuentes de trabajo y, por ese lado, determinar lo que decía el señor Diputado Orrico, es 
decir, que la oferta y la demanda permitan, entre otras cosas, que haya más estabilidad por esa misma razón. 


Aceptamos, por supuesto, que la solución que se propone es un medio o un mecanismo legítimo -lo cual no 
quiere decir que tenga que ser compartido- y que seguramente tiene buena compañía desde el punto de vista 
doctrinario, desde el punto de vista del Derecho comparado. 


No lo consideramos bueno para el Uruguay y para la situación que atraviesa -y que históricamente ha 
atravesado- nuestro país en esta materia, en razón de que creemos que estamos invirtiendo la carga de la 
prueba de una manera innecesaria y peligrosa. 


Decimos peligrosa porque entendemos que desde el punto de vista de generar condiciones de desarrollo, de 
inversión y de crecimiento económico -y que por lo tanto coadyuven a la creación de puestos de trabajo y a la 
estabilidad laboral que todos buscamos para todos los compatriotas-, este mecanismo es seguramente un 
elemento que aumenta la desconfianza, que desestimula la inversión y que, en todo caso, para quienes están 


pensando en iniciar un emprendimiento productivo, será un elemento más que tendrán en cuenta a la hora de 
ingresar por ese camino. 


¿Por qué es innecesaria? Porque creemos que vivimos en un Estado de derecho, con las garantías suficientes. 
Además, desde el punto de vista de la realidad y la materialidad de las cosas, la Justicia laboral es 
independiente y no se la puede calificar de estar alineada o de tener la camiseta de una de las dos partes de la 
relación laboral, por lo menos seguramente no la del empleador o la del sector empresarial; tampoco 
entendemos que la del sector trabajador. 


Creemos que es una Justicia que da garantías desde el punto de vista de su independencia, donde hay además 
un Ministerio especializado, que más allá de los Gobiernos y de las discrepancias que podamos haber tenido 
históricamente con la conducción de turno, también da garantías de especialidad. 


Además, entendemos que este mecanismo se hace innecesario en la faz de conciliación y de mediación que le 
corresponde al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, porque también allí los trabajadores tienen las 
garantías suficientes como para poder guarecerse y ampararse de conductas eventualmente antisindicales. Por 
lo tanto, si la realidad macroeconómica, laboral y social del Uruguay fuera otra, tal vez allí sí el mecanismo 
estaría justificado, por lo menos desde nuestro punto de vista, y eventualmente, estaríamos de acuerdo con 
aprobarlo. 


No obstante, me parece que en este caso el mecanismo no es bueno; para nosotros en todo caso es malo en el 
contexto en que nos encontramos. Reitero: desde ese punto de vista, es innecesario y peligroso. 


Es el mismo argumento por el cual creemos que la legitimación activa que se prevé en el artículo anterior 
también es innecesaria, cuando se consagra al sindicato como institución. Creemos que alcanza con que el 
trabajador tenga el derecho garantido para que reclame y deduzca una acción. Esta ley lo consagra; el sistema 
judicial y el ordenamiento jurídico sin duda dan a los trabajadores las garantías suficientes de imparcialidad y 
ecuanimidad. Esa es la razón por la cual estamos en contra del artículo, con esta alteración de los principios 
generales del Derecho. 


Además, desde ese punto de vista se genera una situación de falta de certeza jurídica que no es buena ni 
razonable, pensando ya no solo en promover la actividad sindical -que es un objetivo de Estado con el cual, 
por supuesto, todos podemos coincidir- sino en la consecución de los otros objetivos indispensables: que la 
economía marche, que el país mejore y que haya oportunidades de trabajo, porque para que haya actividad 
sindical, entre otras cosas tiene que haber empresas y trabajo. 


Por esas razones, no estamos de acuerdo con el alcance de este artículo 3". 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda efectuado el planteamiento. No vamos a entrar en esa discusión, 
porque lo hemos explicado varias veces. Tenemos puntos de vista contradictorios con la opinión que se 
ha emitido. 


SEÑOR ITURRALDE.- Quiero formular una pregunta con relación al artículo 2%. ¿La legitimación 
activa a que se hace referencia en el segundo inciso, puede ser ejercida contra la voluntad del 
trabajador? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creemos que, en principio, no, pero es un tema de debate muy profundo, 
porque a veces los trabajadores se pueden ver coaccionados de determinada manera y el sindicato 
puede tomar con su fuerza esa representación. La doctrina considera que aquí se agravian los derechos 
individuales, pero también colectivos, y el colectivo también tiene derecho a trabajar sobre esa 
situación, sin perjuicio de lo cual el trabajador luego podrá desistir de la situación, llegando a un 
acuerdo. 


Me gustaría que el señor Diputado Orrico nos ilustrara sobre este tema desde el punto de vista jurídico. 


SEÑOR ORRICO.- Creo que desde el punto de vista práctico, nadie va a hacer una acción en nombre 
de otro, si el otro no está de acuerdo, porque para empezar perdió el juicio. 


UA] UA] 


Supongamos que se presenta el gremio "x" a reclamar por la persona "y". La persona "y" va a tener que 
presentarse en el juicio a declarar; lo primero que haría, como empleador, sería pedir que se llame a declarar 
a Fulano. Si Fulano no quiere ir, no va a ir o se presentará y dirá que no tiene interés en que eso se procese. Y 
si en el día de mañana se decreta la sentencia definitiva, que dice: "Repóngase a Fulano de Tal en 
determinado cargo", él dirá que no quiere el cargo. 


Honestamente, podrá haber una mínima posibilidad de que esto tenga alguna razón práctica, pero me parece 
que es más un ejemplo de laboratorio -lo digo con mucho respeto- que algo que se pueda dar en los hechos. 
Nadie puede actuar en contra de otro, que es el involucrado en un juicio. No procede. Me parece que es un 
problema absolutamente práctico. No va a haber ejemplos de ese tipo. 


SEÑORA PEÑA.- Esta parte también me genera dudas. Inclusive, el gremio podría tomar el caso como 
suyo; si siente que es algo que va en contra de sus intereses, se podría presentar a pesar de que el 
trabajador no desee hacerlo, porque considera que puede arreglarlo con el empleador y no desea 
acción legal. No obstante, el sindicato puede hacerlo si se siente ofendido, porque fue un ataque a un 
funcionario sindicalizado. 


SEÑOR ORRICO.- Nada en esta ley prohibe los acuerdos que se puedan hacer previamente a un 
juicio. Entonces, supongamos que se despide a Fulano, este va al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, y se cita a conciliación. La empresa se presenta y le dice lo que le va a pagar, dándole un plus 
para evitar problemas de otro tipo, y el trabajador acepta. Aquí no estamos ante una disposición de 
orden público que imponga al trabajador la obligación de aceptar la reposición. Nada priva las 
negociaciones que pueda haber antes, durante y después del juicio. 


Entonces, si la empresa acredita por un medio fehaciente que llegó a un acuerdo con el trabajador y en el día 
de mañana el gremio demanda, ¿cómo va a contestar la empresa? Dirá: "Señores, aquí está la prueba; yo ya 
arreglé. Este señor arregló conmigo esto y no quiere otra cosa". 


¿Por qué estoy diciendo que esto se va a hacer en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? Yo lo haría, si 
fuera abogado de una empresa, y es lo que se hace actualmente. En ese sentido puedo citar el caso de una 
mujer que se desempeñaba como doméstica, cumplía 70 años y me vino a consultar porque se quería jubilar. 
Le dije que pediríamos una audiencia en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social a efectos de que quedara 
asentado en un documento público. La parte empleadora quería pagar el despido de todas maneras, pero hay 
que hacerlo en un lugar donde quede asentado en un documento público. Se hizo un acuerdo de voluntad en 
el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y quedó registrado. Estas cosas funcionan de manera muy 
práctica, y no creo que dé lugar a problemas. 


SEÑOR POZZI.- Veamos esta situación desde otro punto de vista. 


Supongamos que el sindicato no quiere hacer ninguna reclamación sobre un punto determinado o que tiene 
acuerdos colectivos que están por debajo de lo que cada trabajador puede reclamar en la Justicia. El 
trabajador, a pesar de que el sindicato no reclama porque el acuerdo colectivo los ampara a todos y está 
firmado con la empresa, se puede presentar a la Justicia, reclamar y ganar. Se produce una situación que hoy 
funciona y seguirá funcionando de la misma manera. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De todas maneras, hay ejemplos concretos, como el caso de GASEBA. No se 
puede negar que era un sindicato fuerte. Eran siete dirigentes sindicales, pero uno optó por cobrar su 
despido y no hacer lugar a la causa que los demás llevaron adelante y ganaron. Eso siempre va a estar 
vigente. 


En el otro caso, el de la doméstica, por ejemplo, se complicaría, porque antes no había sindicato. Si una 
doméstica es despedida de un lugar, aunque sea por razones políticas, y ella no quiere volver, es obvio que el 
sindicato, por más que la quiera reponer, no podrá hacerlo, porque hay una relación personal tan cercana que 
una reposición sería contra la naturaleza del relacionamiento. 


Creo que se explica por ese lado el hecho de que, por más que uno tenga la acción, el trabajador deberá ser 
quien la apoye. De lo contrario, el trabajador podrá argumentar: "Yo no fui despedido por razones sindicales; 


el sindicato lo dice, pero yo digo que no", y podrá ir ante el Juez y decirle que lo despidieron porque le 
dijeron que le correspondía otro lugar, y entonces se va. 


Como decía el compañero, esa es una cuestión de laboratorio. Está bien que sea planteada; es una 
preocupación de recibo, pero creemos que no se corre riesgo con esa situación. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Tal vez la objeción sea más de forma que de fondo. Me parece que no 
estamos ante una resolución de carácter grave, pero creo que por lo menos es bastante innecesaria. 
Este inciso me hace pensar en el alcance del que acabamos de suprimir. Pero va de suyo que la 
organización de trabajadores va a respaldar al trabajador afectado y sobre todo si reviste la condición 
de afiliado o de dirigente sindical. 


Entiendo que en el Estado de derecho en el que estamos inmersos y cuando la Justicia ofrece garantías al 
trabajador -y si por si fueran pocas, la organización sindical lo puede respaldar, empezando por el patrocinio 
letrado- parece innecesario establecer esta legitimación activa para el sindicato como institución. Me parece 
un aspecto más de carácter ideológico que práctico y concreto que tenga que ver con los derechos de los 
trabajadores y, especialmente, con aquellos de los trabajadores sindicalizados, afiliados o dirigentes 
sindicales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El artículo 4% establece: "Las sanciones o conminaciones pecuniarias 
previstas en el artículo 374 del Código General del Proceso serán independientes del derecho a obtener 
el resarcimiento del daño, y su producido beneficiará a la parte actora". Aquí se nos dijo que 
actualmente ese producido iría dirigido al Poder Judicial. En este caso, a conciencia estamos 
planteando que el producido de ese resarcimiento vaya a la parte actora, es decir, al trabajador. Es un 
poco lo que pasa hoy día con las sanciones que se imponen a los empresarios o en el BPS; los cobra el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, pero el empresario, que es el damnificado, no cobra. Por 
tanto, pensamos que es de justicia que este tipo de cosas sean cobradas por la parte actora y no por el 
Poder Judicial u otro Poder. 


SEÑORA PEÑA.- De acuerdo con la legitimación activa, es el obrero o el sindicato, según quién se 
presente a hacer la demanda. Este artículo podría llevar a la existencia de sobreactuación con respecto 
al sindicato por un resarcimiento económico. Este tema podría dar lugar a que se pudiera sobreactuar 
con respecto al artículo 2” porque hay una posibilidad de resarcimiento para el sindicato. 


SEÑOR ABDALA (don Pablo).- Comparto la interpretación de la señora Diputada Peña y se me 
ocurre que si hablamos genéricamente de la parte actora, y en función de que el artículo 2” prevé la 
legitimación activa para el trabajador o para el sindicato, el trabajador podría eventualmente quedar 
desprotegido en determinadas circunstancias frente al propio sindicato -estoy razonando en un caso 
excepcionalísimo-. 


Frente a un fallo favorable de la Justicia y a una indemnización resarcitoria que el sindicato obtuviera en 
representación del trabajador -como es tan parte actora como el propio trabajador afectado-, este podría verse 
perjudicado ¡legítimamente por un sindicato que interpretara la ley a su favor. No dejan de ser personas 
jurídicas distintas: el trabajador individualmente afectado es una persona física y como tal, titular de derechos 
y obligaciones, y el sindicato es una persona jurídica que como tal también es titular de derechos y 
obligaciones. 


SEÑORA PEÑA.- Estaríamos frente al caso de que el trabajador podría tener derecho a obtener el 
resarcimiento del daño y el sindicato beneficiarse con este producido. Volvemos a la vinculación con el 
artículo 2”. 


SEÑOR BARREIRO.- No tengo inconvenientes en votar este artículo porque entiendo que la parte 
actora es la parte demandante. Si la demanda la hace el trabajador, el dinero va al trabajador, y si la 
hace el sindicato, va al sindicato. Hay una parte demandante; depende del trabajador si él quiere hacer 
la demanda o si se hace sustituir por el sindicato. En última instancia, es una decisión del trabajador. 
Creo que esa es la interpretación de la redacción del proyecto de ley. 


Lo que no me queda claro es que las conminaciones económicas previstas por el artículo 374 pasen a la parte 
actora, porque según el artículo del Código General del Proceso pasarán a un fondo judicial, por lo que habría 
una contradicción. 


SEÑOR ORRICO.- Debemos imaginar cuándo un gremio va a intervenir, siendo que el trabajador está 
pleiteando. Lo hará cuando haya razones políticas de carácter sindical profundas. Supongamos que se 
despide al Presidente del SUNCA y como es tal la envergadura jerárquica que este tiene dentro del 
gremio, es probable que el sindicato plantee hacerlo. Y es más que probable que el Presidente del 
SUNCA diga que quiere eso. 


El artículo 374 no se refiere propiamente a condenas sino a conminaciones a efectos de dar cumplimiento a 
una sentencia. Por ejemplo, la sentencia manda reponer y si no se repone le mando astreintes. Se me van a 
pagar dos Unidades Reajustables por cada día que no cumplan la sentencia. Hasta ahora, eso iba al Poder 
Judicial. Acá no hay contradicción alguna porque a este efecto específico, hay una ley especial -la ley 
especial deroga a la general en el ámbito de su competencia- y por lo tanto cuando haya sentencias laborales 
por este tipo de juicios, las astreintes van en beneficio del trabajador o del gremio en su caso y no al Poder 
Judicial. Esto no es una incitación al juicio porque para que pueda aplicarse el artículo 374 es necesario una 
primera instancia, por lo menos una apelación, el fallo de un Tribunal y después que este último se incumpla, 
a efectos de que se desplieguen las medidas conminatorias. 


Se puede discutir políticamente -según lo que nos guste o nos disguste- hasta qué punto medidas de este tipo 
en un Poder Judicial, destruido como el nuestro, con unas carencias presupuestales enormes, no le retacean 
un ingreso. Pero tampoco estos son ingresos que ameriten una gran discusión porque son mínimos. No es 
común, y menos en juicios de este tipo, que haya condena en astreintes y se conmine a través de ese 
mecanismo. 


En relación al artículo 5”, hemos trabajado con la señora Diputada Passada y nos gustaría comunicarlo a la 
Comisión. Según nuestra propuesta, el artículo quedaría redactado así: "El Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social llevará un registro público y gratuito donde se inscribirán las infracciones a esta ley que pasen en 
autoridad de cosa juzgada. La sentencia que ordene la reposición del trabajador de conformidad con lo 
dispuesto por esta ley será comunicada al registro una vez consentida, vencidos los plazos para recurrirla o 
agotada la vía recursiva, si transcurridas noventa y seis horas de su notificación, el demandado no le hubiera 
dado cumplimiento". 


El segundo inciso quedaría igual. Como esta es una modificación relativamente importante -dentro de lo que 
es esto- queríamos dejarla planteada para que sea estudiada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De alguna manera se recoge con esta formulación -que es válida- la 
preocupación de que hubiera fundamentación de cosa juzgada. 


Reiteramos que en el segundo inciso se dice: "En todo proceso de licitación, llamado a expresión de interés y 
en todo contrato en que sea parte el Estado, se exigirá a los oferentes o contratantes la presentación de 
certificado de dicho Registro acreditando que no existe conducta reincidente del empresario". Acá nos 
referimos a la reincidencia sobre la que hoy abundaba el señor Diputado Orrico. Más allá de los términos 
utilizados, entre nosotros entendemos cuál es la filosofía de esto. Pretendemos que no sea el que comete el 
error la primera vez sino la contumacia de producirlo por segunda o tercera vez. 


Por último, el segundo inciso del artículo 8” establece: "El porcentaje a descontar será fijado por el sindicato 
y comunicado fehacientemente a la empresa o institución, la que verterá a la organización los montos 
resultantes en un plazo de cinco días a partir del efectivo pago". Nosotros terminamos esta frase diciendo: " 
(...) los montos resultantes en un plazo perentorio a partir del pago efectivo del mes en curso". No fijamos 
esos cinco días porque, en realidad, hay muchos lugares donde no es posible aplicarlo; inclusive, en 
organismos públicos, a veces se difiere el pago por distintas razones. También hay una cuestión burocrática 
que hace imposible poder cobrar en términos de cinco días; por este motivo hablamos de que la cuota se haga 
efectiva en el mes en curso. 


Por otra parte, había una duda acerca de si convenía intercalar el tema de la prelación en el artículo 9, 
cuando estamos sustituyendo la redacción del artículo 1” de la Ley_N* 17.829 del 18 de setiembre de 2004, 


Nosotros hemos estado considerando que esta es una cuota accesible por su naturaleza, por apuntar a la 
promoción de un derecho esencial, por la cantidad de la cuota. En general los sindicatos cobran el 1% y los 
sueldos promedio del país son de alrededor de $ 5.000; por lo tanto, hablamos de cuotas de $ 50 que no son 
las que podrían alterar el cumplimiento de otras situaciones. No obstante, haríamos lugar a correrlo por lo 
menos en un escalón, pues ya habíamos tenido en cuenta la prioridad dispuesta para el Juez competente 
destinada a servir pensiones alimenticias. Por su orden, la cuota sindical la estaríamos trasladando luego de lo 
que fueran las solicitadas por el Servicio de Garantía de Alquileres de la Contaduría General de la Nación u 
otras entidades habilitadas al efecto y antes del Crédito Social del BROU. De alguna manera, consideramos 
que las características del alquiler y esta situación pueden ser significativas. Insistimos en que los montos de 
las cuotas están establecidos en esa dirección. 


En el artículo 10 hemos cambiado el tiempo condicional que se establecía en el segundo inciso y este termina 
diciendo: "[...]las actividades sindicales normales, y su colocación" -con respecto a las carteleras- "y 
distribución no deberá perjudicar el normal funcionamiento de la empresa ni el buen aspecto de los locales". 


Esta es la primera parte de nuestro trabajo. En el día de mañana traeremos la redacción definitiva y 
terminaríamos la tarea. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


